Naturaleza y Ventajas de las Cooperativas de aguas
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Naturaleza del servicio de distribución urbana de agua potable

El agua potable que consume la mayoría de las familias argentinas, es un producto de una naturaleza sumamente compleja. En primer lugar, es un bien de primera necesidad, imprescindible para la vida humana, ya que la misma es imposible de desarrollar en la carencia de agua. Esta naturaleza se refleja en una demanda altamente inelástica frente al precio o el ingreso. 

En segundo lugar, se trata de un bien escaso y, como tal, susceptible de valoración económica. “La escasez es un concepto relativo, en el sentido de que existe un deseo de adquirir una cantidad de bienes y servicios mayor que la disponible” (Mochon y Becker, 1993). Este problema obliga a las personas a elegir la forma que adoptarán sus decisiones de consumo para satisfacer sus necesidades, virtualmente ilimitadas.

En tercer lugar, su distribución puede transformarse en un vehículo productor de epidemias, intoxicaciones colectivas y distintos tipos de enfermedades, vinculando el agua potable a la acción indelegable del Estado tendiente a disminuir los riesgos y las enfermedades de la población. 

Es además de muy fácil contaminación, ya sea por  hechos antrópicos o por factores naturales. Junto con el aire sufre el impacto de las externalizaciones y los procesos de urbanización. Ello lo sujeta a las regulaciones y políticas de conservación del medio ambiente.  

El servicio de distribución urbana de agua presenta importantes barreras de entrada, de naturaleza económica y tecnológica, para las empresas que pudieran estar interesadas en competir por esos mercados. Existirá, al menos con las tecnologías actuales, una única empresa abastecedora. Se trata de uno de los típicos monopolios naturales que requiere de una regulación estatal. 

Todas éstas causales justificaron la acción del Estado en el abastecimiento y distribución de agua potable y su concepción como esencial servicio público. Este carácter está reconocido tanto en la legislación argentina como en la española. También lo está en la mayoría de los marcos jurídicos. Ante esta complejidad relativa, Cual es la forma jurídica y económica más apta para la prestación del servicio?

Formas jurídico económicas de prestación del servicio. La cooperativa de servicios públicos

Hernández Muñoz (1993) describe las distintas formas de gestión de los servicios de abastecimiento de agua potable, encuadrándolas en tres grandes grupos: a) Gestión directa: Se presenta cuando un organismo del Estado, que bien puede ser la administración central, entidades descentralizadas o una empresa pública, realiza la gestión del servicio. En la República Argentina ésta fue originariamente la principal forma de prestación, asumiendo el Estado, la mayoría de las veces el provincial, esta función empresaria, b) Gestión mixta: La prestación está a cargo de un organismo donde participa el Estado asociado con particulares; y, c) Gestión indirecta: El servicio está a cargo de un ente privado, es hoy probablemente la principal forma de prestación en las grandes ciudades de la República Argentina, como consecuencia del profundo proceso de privatización vivido con posterioridad a la sanción, en 1989, de la Ley de Reforma del Estado. 

En el marco de la gestión indirecta, en la República Argentina se presentó un caso especial de organización cuando, en muchas localidades pequeñas, ante la imposibilidad de su atención por el Estado, los vecinos se agrupan como cooperativa de consumidores para auto prestarse el servicio. 

Un segundo caso, ocurre cuando el Estado financia o construye la infraestructura necesaria, para posteriormente concederla a una cooperativa de usuarios preexistente, normalmente constituida para la prestación del servicio eléctrico. Es el caso de La Pampa, fomentando inclusive, en algunos casos,  la creación  de las cooperativas.

La década pasada, caracterizada por una profunda modificación teleológica del Estado que incentivó un agudo proceso privatizador, recibió un notorio impulso la gestión indirecta. A pesar de que en su anexo la Ley de Reforma del Estado preveía una preferencia cooperativa en las privatizaciones de la electricidad, gas, agua y saneamiento, la tónica que se impuso mediante los marcos regulatorios y los pliegos de privatización fue la de las empresas lucrativas. Las cooperativas de usuarios se encontraron en desventaja frente a la potencia del capital lucrativo que, en muchos casos, presenta un origen transnacional. La preferencia legal se transformó en un texto muerto. 

En la ciudad de General Pico, segunda en cantidad de habitantes de la Provincia de La Pampa, se produjo el único proceso privatizador donde la cooperativa de servicios públicos local logró imponer sus condiciones frente a capitales privados, transformándose en la prestadora del servicio, con notorias mejoras frente a la actividad que realizaba el municipio local. 

Las cooperativas de usuarios de agua potable o cooperativas de servicios públicos, ya sean específicamente creadas, concesionadas en forma directa o a través de  un proceso licitatorio, constituyen un objeto digno de estudio. La hipótesis que sustentamos es que se trata de una alternativa de gestión que ofrece verdaderas ventajas frente a las otras formas enunciadas en párrafos anteriores.

Desde la experiencia de la Cooperativa Eléctrica de Punta Alta (Pcia. de Bs. As) en 1926, pionera de este tipo de entidades asociativas de usuarios de un servicio público para auto prestárselo, el cooperativismo de servicios públicos ha estado en permanente crecimiento. “El cooperativismo de servicios públicos cuenta con antecedentes que se remontan al siglo pasado, pero el que finalmente perduró y se consolidó hacia la década del veinte. Su origen se encuentra en la lucha por el abaratamiento del costo de la electricidad, suministrada en aquella época por empresas que eran en su mayor parte de capital extranjero.” (Carello, 1990)

Las cooperativas eléctricas se multiplicaron y el movimiento se extendió. Aparecieron cooperativas de teléfonos, de gas, de agua potable, de desagües cloacales, de desagües pluviales y de transporte. Algunas de ellas se transformaron en multiactivas, es decir, prestadores de más de un servicio de esta naturaleza y, en la búsqueda de escala, también incursionaron por otros negocios (plantas lácteas, comercialización de miel, criaderos de cerdos, salud, etc.).

 Las cooperativas de servicios públicos, son sujetos de derecho con todos los alcances de este concepto. El objetivo no es la realización de aportes con el propósito de repartirse las ganancias, sino el organizar y prestar servicios a sus asociados basándose en el esfuerzo propio y la ayuda mutua. Son entidades solidarias que, por el mecanismo de la asociación, procuran obtener un menor precio y una mayor calidad. Su finalidad no es el lucro en la entidad, sino el mayor beneficio en el servicio al asociado.

La cooperativa es intrínsecamente incapaz de producir lucro. Los que obtienen un provecho o una ganancia son los asociados. La misma consiste en un ahorro de gastos o en la eliminación de un quebranto. Esta razón condiciona la existencia de la entidad solidaria, ya que si sus asociados, individualmente o a través de terceros, pueden lograr las mismas ventajas que logran cooperando, no habría necesidad alguna de cooperativa.

Puede ocurrir que la cooperativa obtenga excedentes, pero a través del mecanismo legal del retorno queda garantizada su finalidad de no lucro. El excedente eventual tiene un claro destino, fijado por la propia ley de cooperativas y, cada asociado recibirá la parte que le corresponda según las operaciones que haya realizado. Por dichos motivos se afirma que los usuarios asociados obtienen un precio justo.

Aunque existen desarrollos teóricos interpretando como innecesaria la concesión, en la práctica, todas las prestaciones cooperativas están basadas en este contrato. El mismo está asentado sobre la existencia de tres sujetos bien diferenciados: a) El Estado, supuestamente titular del servicio y tutor del bien común, b) El usuario, cliente o consumidor, destinatario final del servicio, a quien por su carácter general y con frecuencia débil, debe el Estado proteger, y c) El concesionario, a quien el Estado debe autorizar a prestar el servicio con arreglo a determinadas condiciones que eviten el abuso en detrimento del usuario. Es evidente que este enfoque no toma en cuenta las cooperativas, donde los sujetos segundo y tercero son coincidentes y no cabe esperar el abuso por parte de las cooperativas. No obstante, el contrato de concesión es el único utilizado y  aparece como un “arbitrio jurídico adecuado para lograr la prestación del servicio sin que el Estado pierda su carácter de titular.” (Cracogna, 1987). 

En Argentina existía consenso en torno a la necesidad de privatizar. La ineficiencia demostrada por las empresas del Estado había llevado a la población hasta el hastío. Una larga propaganda acerca de las ventajas de un cambio profundo en el sistema caló hondo en el inconsciente colectivo. “El pueblo estaba preparado para el cambio. La historia iba a demostrar, sin embargo, que no todos los dirigentes lo estaban. El momento histórico permitía ensayar una transformación que asegurara una participación protagónica de los usuarios a través de mecanismos apropiados, pero lamentablemente esto no fue posible.” (Carello, 1994)  “Particularmente coincido en que se perdió una posibilidad histórica de asignar a las cooperativas un papel trascendente en el proceso de transformación. No existió, en rigor, ni voluntad política en el Gobierno para asignárselo, ni el cooperativismo estaba preparado para exigirlo, con otros fundamentos que los doctrinarios y los de su honrosa historia.” (Carello, 1994). Esas fueron las características del proceso de privatizaciones en Argentina, pero no fue la situación de la provincia de La Pampa, donde hubo una única licitación para privatizar servicios de distribución de agua potable y saneamiento urbano adjudicada a la cooperativa de General Pico. En el resto de las localidades, si la prestación no es municipal, el servicio esta a cargo de una cooperativa. 

Fortalezas y debilidades de las empresas gestoras en general y de las cooperativas en particular

Se considera preferible la forma cooperativa para la prestación de servicios públicos, porque:

a) En Argentina la empresa estatal no tiene claro sus objetivos, no conoce si institucionalmente debe arrojar utilidades o soportar quebrantos. No realiza balances ni rinde cuentas de su gestión. No maneja parámetros de eficiencia y la toma de decisiones está sujeta a criterios políticos que, en la mayoría de los casos, son ajenos a razones económicas. Su gestión fue ineficiente. Sus resultados, en términos de calidad de producto y servicio, de precio y déficit fiscal fueron tan malos, que nadie asumió su defensa cuando fueron extinguidas; 

b) la empresa lucrativa no padece de los defectos indicados para las estatales y en Argentina, en el corto trayecto posterior a las grandes privatizaciones, demostraron una calidad y eficiencia superior a la empresa pública; no obstante los resultados esperados no fueron satisfactorios. Los entes regulatorios no se presentan como eficaces para ejercer el debido control de una empresa que es un monopolio natural y presta un servicio esencial, con una demanda altamente inelástica. Quienes recordamos experiencias anteriores de privatizaciones sabíamos que era muy riesgoso concesionar el monopolio natural a una empresa que es maximizadora de sus utilidades y opera en condiciones de prevalencia. En general, podemos inferir que ocasionaron consecuencias negativas sobre el bienestar general y contribuyeron al incremento del desempleo y la pobreza. Según la teoría económica del monopolio, el precio será mayor, la cantidad ofrecida resulta menor y las inversiones a realizar serán sólo las suficientes como para cumplir sus metas maximizadoras de las ganancias.

c) Por el contrario, las cooperativas son empresas sociales, que tienen claro su objetivo y pueden ser eficientes. Deben presentar balance y anualmente rendir cuentas de sus acciones ante los asociados, que son sus clientes. Si bien actúan en condiciones de monopolio, al no intentar maximizar sus utilidades, encuentra el equilibrio empresario más cerca del nivel de competencia perfecta, lo que significa una mejora en la eficiencia social desde el punto de vista de Pareto. Esta solución cercana a la competencia perfecta se logra a través del retorno de los excedentes que pudieran lograrse. Son entes autogestionados por los propios clientes a través de procesos democráticos y la legislación prevé mecanismos de control para evitar que un grupo de asociados o los gerentes puedan tener mal desempeño de su gestión o capturen la organización en provecho propio. En ese sentido, el síndico es una figura clave que debe velar por los asociados clientes y evitar cualquier manipulación.

Resulta apreciable, al menos en el campo del funcionamiento ideal, que las cooperativas ofrecen notorias ventajas para la prestación de servicios públicos monopólicos, entre los que se encuentra el abastecimiento de agua potable a una ciudad. Pero no podemos desconocer, como dice Carello que el proceso privatizador pone de manifiesto deficiencias en las Cooperativas: a) La magnitud de determinados emprendimientos, que exceden largamente la capacidad económica,  financiera y técnica de las cooperativas, b) la dispersión de las cooperativas, tanto geográfica como operativa y económica, que conspira contra toda posibilidad de organizar en forma rápida y eficiente. c) la necesidad de financiamiento y las dificultades para obtener créditos en forma rápida y económica, y; d) el déficit de gerencia o de gestión, probablemente sea el de mayor importancia.

En la realidad, es posible encontrar gestiones no imbuidas de los principios cooperativos, con culturas empresarias altamente burocratizadas, resistentes al cambio y a las adaptaciones que la dinámica de los mercados exige hoy en día. Es común que el asociado de las cooperativas de servicios públicos, normalmente realiza su asociación con el único fin de acceder a la prestación que necesita obligatoriamente. Muchas veces carece de lo que las normas jurídicas llaman “afectio societatis”, es decir, la voluntad de participar de modo libre y con un espíritu inspirado en los principios cooperativos. 

En muchos casos no le interesa la vida interna de las entidades, situación que permite deformaciones que desnaturalizan las ventajas teóricas. La obligación de asociarse, los transforma en cautivos más que asociados, y la relación con el ente cooperativo queda planteada como si fuese una relación de mercado. Sus juicios sobre la cooperativa no difieren de los juicios que emiten sobre empresas lucrativas concesionarias (Balestri, 1997).

Para hacer realidad las ventajas teóricas, muchas cooperativas deberán reconvertir la empresa, transformar su cultura y orientarla al cliente, en este caso, su asociado y razón de ser. Hay muchas que ya avanzaron en este sentido y son verdaderos ejemplos. Deberán medir en forma permanente el posicionamiento ante sus asociados, asumiendo una actitud de servicio y descubriendo en forma anticipada los riesgos y las posibilidades presentes y futuras. Tener siempre presente que las jurisdicciones sobre las cuales hoy existe una concesión, son apetecibles para quienes presten servicios similares en zonas cercanas o que pueden aparecer nuevas tecnologías que rompan las barreras de entrada del monopolio natural, como ocurrió en el terreno de la telefonía.

Si las cooperativas logran ser competentes en sus objetivos, eficientes y eficaces en sus prestaciones y capaces de brindar servicios de calidad que satisfagan convenientemente a sus asociados clientes, no deberían tener problemas, estarán haciendo realidad las ventajas teóricas.

Por último, no cabe duda que en la gestión de las cooperativas resultará beneficiado el medio ambiente, pues son entes capaces de ejecutar las propuestas que Aguilera Klink (1998) establece en las conclusiones de su trabajo, donde sugiere  “abrir un debate sobre el agua creando foros de discusión que permitan consolidar una adecuada comprensión colectiva sobre los problemas que afectan a este recurso; proporcionar incentivos a la gestión de la demanda de agua con el fin de mejorar la eficiencia técnica en las redes de distribución y en los niveles de consumo, frente al "negocio" de los nuevos actores (esencialmente corporaciones transnacionales) de incentivar el consumo”,  y  “ajustar los derechos sobre el agua al volumen de extracción que es sostenible”. 

Como puede observarse, sus conclusiones están fundadas en el enfoque ecosistémico que consiste en beneficiarse, en la mayor medida posible, del trabajo de los proceso naturales, ya que sustituir cuando sea posible el esfuerzo humano por la economía de la naturaleza es la esencia del buen sentido, tanto económico como ecológico.

Conclusiones

Las cooperativas de consumidores urbanos de agua potable es una organización que presenta verdaderas ventajas para la gestión de estos servicios que son monopolios naturales y presentan una fuerte regulación por parte de Estado por razones medioambientales y de salud pública. 

Su naturaleza organizativa presenta condiciones óptimas para realizar una gestión ecosistémica.

Hacer realidad las fortalezas, requiere de alguna mejora en los procesos gerenciales de las cooperativas y de los mecanismos de capitalización.
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